
6. SUBVENCIONES Y AYUDAS
CONSEJERÍA DE PRESIDENCIA Y JUSTICIA

Secretaría General

Resolución por la que se acuerda la publicación de las
subvenciones concedidas a Corporaciones Locales para
Salvamento y Seguridad de Vidas Humanas en las Playas
de Cantabria para el año 2009.

De conformidad con lo establecido en el artículo 7.12 de
la Orden PRE/40/2009, de 15 de Abril, (BOC nº 71, de 15
de abril de 2009), al amparo del artículo 17 de la Ley
10/2006, de 17 de julio, de Subvenciones de Cantabria y
en cumplimiento de las funciones atribuidas a esta
Secretaría General en el artículo 58.2 de la Ley 6/2002, de
10 de diciembre de Régimen Jurídico del Gobierno y la
Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria,
se acuerda publicar en el Boletín Oficial de Cantabria el
Acuerdo del Consejo de Gobierno de fecha 25 de Junio de
2009 de concesión de las subvenciones a los siguientes
ayuntamientos:

AYUNTAMIENTO IMPORTE

ALFOZ DE LLOREDO 3.127,69
ARNUERO 15.464,17
BAREYO 12.006,38
CAMARGO 2.579,16
CASTRO URDIALES 42.308,92
COMILLAS 13.453,46
LAREDO 47.928,79
MIENGO 15.315,34
NOJA 28.964,19
PIÉLAGOS 26.276,15
RIBAMONTÁN AL MAR 100.000,00
SAN VICENTE DE LA BARQUERA 78.208,21
SANTA CRUZ DE BEZANA 8.935,56
SANTANDER 55.858,55
SANTILLANA DEL MAR 3.015,43
SANTOÑA 39.239,38
SUANCES 40.198,39
VALDÁLIGA 17.120,23

TOTAL SUBVENCIÓN 550.000,00

El gasto total por importe de 550.000 euros será finan-
ciado con cargo al concepto presupuestario
02.04.134M.461 de los Presupuestos Generales de la
Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2009.

Santander, 26 de junio de 2009.–La secretaria general
de Presidencia y Justicia, Jezabel Morán Lamadrid.
09/10360

CONSEJERÍA DE EMPLEO Y BIENESTAR SOCIAL

Orden EMP/59/2009, de 30 de junio, por la que se esta-
blecen las bases reguladoras y se aprueba la convocato-
ria para el año 2009 de subvenciones del programa de
empleo con apoyo como medida de fomento de empleo
de personas con discapacidad en el mercado ordinario de
trabajo.

De acuerdo con el artículo 37.1 de la Ley 13/1982, de 7
de abril, de Integración Social de los Minusválidos, la fina-
lidad primordial de la política de empleo de las personas
trabajadoras con discapacidad debe ser su integración, en
condiciones que garanticen la aplicación del principio de
igualdad de trato, en el sistema ordinario de trabajo o, en
su defecto, su incorporación al sistema productivo
mediante la fórmula especial de trabajo protegido, a través
de los centros especiales de empleo. En los últimos años,
gracias al firme compromiso y a la actuación aunada de
las Administraciones Públicas, los interlocutores sociales
y el tejido asociativo de la discapacidad, se ha desplegado
una relevante actividad normativa, programática y presu-
puestaria para favorecer el acceso al empleo de las per-
sonas con discapacidad que ha ofrecido resultados alen-

tadores, reflejados en una creciente incorporación de per-
sonas con discapacidad al mercado de trabajo. Esta inten-
sificación de las políticas activas de empleo dirigidas a las
personas trabajadoras con discapacidad debe conti-
nuarse y ampliarse buscando nuevas fórmulas cuya prio-
ridad sea la inserción laboral en el mercado de trabajo
ordinario.

Estas nuevas fórmulas han de tener en cuenta la diver-
sidad y pluralidad que caracteriza a la población con dis-
capacidad, debiéndose atender de forma diferente según
las demandas y necesidades que cada grupo de trabaja-
doras y trabajadores con discapacidad presenta. En
efecto, dentro del conjunto de las personas con discapaci-
dad, existen grupos que, debido al tipo de deficiencia con-
creta que tienen, como por ejemplo parálisis cerebral o
trastornos del espectro autista, o a su grado de minusva-
lía, se encuentran con mayores dificultades de acceso al
mercado de trabajo. Esta realidad exige la adopción de
medidas específicas, que podrían considerarse de acción
positiva dentro del grupo de las personas con discapaci-
dad, ya que se trata de tratamientos más intensos y dife-
renciados para estimular la empleabilidad de estos grupos
de trabajadoras y trabajadores con discapacidad que tie-
nen más dificultades de inserción laboral.

Una de las medidas que puede favorecer de modo más
importante la inserción de las personas con discapacidad
severa en el mercado de trabajo ordinario es el empleo
con apoyo. Éste consiste en un conjunto de actividades de
orientación y acompañamiento individualizado que pres-
tan, en el propio puesto de trabajo, preparadores labora-
les especializados a las personas trabajadoras con disca-
pacidad con especiales dificultades de inserción laboral
que realizan su actividad en empresas normalizadas, del
mercado ordinario de trabajo, en condiciones similares al
resto de las trabajadoras y trabajadores que desempeñan
puestos similares.

Esta filosofía es la recogida por el Real Decreto
870/2007, de 2 de julio, por el que se regula el programa
de empleo con apoyo como medida de fomento de
empleo de personas con discapacidad en el mercado
ordinario de trabajo. Dicho Real Decreto se dicta al
amparo de la habilitación conferida al Gobierno por el artí-
culo 17.3 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los
Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo
1/1995, de 24 de marzo, conforme al que «el Gobierno
podrá otorgar subvenciones, desgravaciones y otras medi-
das para fomentar el empleo de grupos específicos de tra-
bajadores que encuentren dificultades especiales para
acceder al empleo», así como del artículo 26.1 de la Ley
56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, que habilita al
Gobierno para establecer programas específicos destina-
dos a fomentar el empleo de las personas con especiales
dificultades de integración en el mercado de trabajo,
citando expresamente a las personas con discapacidad.

El Real Decreto 870/2007, de 2 de julio, recoge los
aspectos esenciales del programa que son de aplicación
en todo el territorio nacional, con base en la competencia
del Estado en materia de legislación laboral, sin perjuicio
de su ejecución por las comunidades autónomas que
hayan asumido el traspaso de los correspondientes servi-
cios, posibilitando a éstas, en sus respectivos ámbitos de
gestión, su ejecución posterior mediante la regulación de
los aspectos procedimentales y de la adecuación a sus
peculiaridades organizativas. En este sentido, la disposi-
ción adicional tercera del citado Real Decreto establece
que las comunidades autónomas que hayan asumido el
traspaso de la gestión realizada por el Servicio Público de
Empleo Estatal en el ámbito del trabajo, el empleo y la for-
mación, así como de los programas de apoyo de creación
de empleo, ejercerán las funciones que atribuye al men-
cionado Servicio Público de Empleo Estatal y que les
correspondan según lo dispuesto en los reales decretos
de traspaso. 

En el caso de la Comunidad Autónoma de Cantabria,
dicho traspaso se hizo efectivo el 1 de enero de 2002,

Página 9260 Viernes, 10 de julio de 2009 BOC - Número 132


